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El presente documento fue preparado por la 

Corporación Escenarios para el estudio, análisis y 

discusión del tema Cohesión Social y Gobernabilidad 

en América Latina desarrollado en el VIII Foro de 

Biarritz, llevado a cabo durante los días 8 y 9 de octu-

bre de 2007, en Santiago de Chile,

El VIII Foro de Biarritz reunió aproximada-

mente 200 personalidades de América Latina y 

Europa, entre quienes se encontraban nueve ex pre-

sidentes latinoamericanos, seis alcaldes de ciudades 

de Ecuador, Perú y Argentina y destacados políti-

cos, académicos y autoridades internacionales. 

En representación del Politécnico Granco-lombiano 

participó el Doctor Pablo Michelsen Niño, Rector 

de la Institución, quien hizo una disertación sobre 

educación en el  Panel sobre  Cohesión Social y 

Educación; Cultura y Sociedad de la Información. 

EL CONCEPTO DE COHESIÓN SOCIAL 
La evolución de las sociedades impone nuevas 

pautas en sus modelos de administración social. 

América Latina no ha sido la excepción a esta regla. 

Los viejos conceptos individualistas de pobreza 

que “asociaban el desarrollo y la riqueza a la visión 

unidimensional del ingreso como único factor”1 

(Sarmiento, 2007) y las políticas sociales con la 

simple oferta de bienes sociales como la salud, la 

educación y la vivienda, han sido reemplazados 

por políticas colectivistas que apuntan a la aten-

ción integral de necesidades básicas insatisfechas, 

la formación de nuevas capacidades dentro de 

un entorno de libertad y el respeto a los derechos 

humanos como marco de referencia. Esta visión, 

más compleja del desarrollo social introduce, 

además, enfoques de demanda que aportan “seña-

les de mercado” que ayudan a mejorar la eficiencia 

de las políticas sociales, como sería el caso de los 

programas de focalización. 

La cohesión social debe entenderse dentro de 

este nuevo contexto. Si, como señala el diccionario 

de la Real Academia de la Lengua, la cohesión es “la 

cualidad o propiedad de las cosas cuyas partes están 

fuertemente unidas física o espiritualmente”, los ele-
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mentos fundamentales de ella son la inclu-

sión a través de la cual se proveen los bienes 

y servicios que integran materialmente la 

sociedad y el sentido de pertenencia que 

integra simbólicamente y le da coherencia a 

los procesos de organización social y parti-

cipación comunitaria acercándolos al con-

cepto de nación. Inclusión y sentido de per-

tenencia son, entonces, los elementos básicos 

de la ecuación de la cohesión social. Por lo 

demás, es definitivo pasar, en los términos 

de Durkheim, de una visión mecánica de 

la cohesión social a una visión orgánica de 

la misma,2 que incorporaría temas como la 

innovación, la igualdad, la integración, el 

desarrollo sustentable y la equidad.3 

La búsqueda de la cohesión como política 

de Estado lleva a confundir la acción pública 

con la protección social de los ingresos y, 

de manera más general, con la protección 

contra todos los riesgos, naturales y socia-

les que pueden amenazar al ciudadano. 

La cohesión social se debilita cuando este 

último percibe que el Estado no lo protege 

de los peligros que lo acechan o que protege 

más a unos que otros a través del asegura-

miento directo, del establecimiento de sis-

temas contributivos basados en subsidios 

cruzados entre los estratos superiores  o 

mediante la formación de “comunidades 

de riesgos” a través de las cuales los propios 

ciudadanos organizan su propia protección. 

Asimismo, lo puede hacer a través de redes 

focalizadas de protección social. Un sistema 

de protección social es, en última instancia, 

un acuerdo político al que concurre la socie-

dad para establecer las bases sobre las que 

desea construir y regular su convivencia.  

En relación con este tema también debe 

avanzarse en la minimización del “riesgo 

moral” en el caso de privatizaciones de las 

empresas de servicios públicos para proteger 

los intereses más sensibles socialmente. La 

teoría de la protección social frente al riesgo 

se convierte así en la mejor política de cohe-

sión social como lo ha señalado la Presidenta 

de Chile, Michelle Bachelet. A pesar de que 

la teoría de la capacidad asimétrica de res-

puesta ante los riesgos modernos, planteada 

por UlricK Beck en Alemania, se aplicaría, 

de manera preferente, a las sociedades desa-

rrolladas, en América Latina el problema es 

mucho más complejo en la medida en que 

se trata de formas de exclusión estructural 

de miles de personas sin voz en los términos 

de Hirschman.4 

El concepto de cohesión social en 

América Latina difiere del europeo; en la 

primera, el objetivo de alcanzar la cohesión 

social está directamente relacionado con 

las posibilidades de superar la desigualdad 

social. Esto es evidente si se tiene en cuenta 

que se trata de la zona del mundo donde 

existen los mayores niveles de desigualdad 

relativa como lo prueba  el hecho de que hoy 

ningún país latinoamericano presente nive-

les de desigualdad inferiores a los que tenía 

hace tres décadas5 (Ocampo en BID, 2004). 

1. SARMIENTO, Alfredo. “La Inclusión: Marco Conceptual” Documento en borrador, marzo 2007.
2. VEUNAC, Michel, Teniente Alcalde de Biarritz. Discusión del documento sobre Cohesión Social en el V 

Encuentro del Grupo de Biarritz, realizado en ciudad de Guatemala, 20 y 21 de julio de 2007.
3. IBARRETXE, Juan José, Lehendakari del País Vasco. Discusión del documento. V Encuentro del Grupo de 

Biarritz, Guatemala, 20 y 21 de 2007.
4. Comentarios del señor Horst Grebe, al documento sobre Cohesión Social presentado en el V Encuentro del 

Grupo de Biarritz, Guatemala, 20 y 21 de 2007.
5. Banco Interamericano de Desarrollo. “Inclusión Social y Desarrollo Económico en América Latina,” 2004. 
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El mapa de la exclusión social reciente 

en América Latina muestra dos fenóme-

nos bastante paradójicos. De una parte, es 

claro que el aumento de la inversión social 

como parte del producto interno bruto, que 

pasó, durante la pasada década, del 10.4% 

al 13.1% (inferior a la de Europa que esta 

cercana al 30%)  indica un esfuerzo for-

midable en la búsqueda de mejores condi-

ciones de equidad. De otro lado, aparecen 

síntomas de retroceso o empobrecimiento 

como los altos índices de desempleo abierto 

que han crecido durante la última década y 

la propia informalización de la economía 

que deterioró la calidad de los mercados 

de trabajo caracterizados en la región por 

la falta de estímulos y políticas para el uso 

reproductivo del excedente.6 Se trata de 

un panorama variopinto donde aparecen 

luces como el aumento en la expectativa 

de vida, la disminución del analfabetismo, 

la masificación de la enseñanza primaria, 

la disminución de las tasas de fecundidad 

y la incorporación de la mujer al mercado 

de trabajo que alternan con sombras como 

el empobrecimiento, el crecimiento de la 

informalidad y el agravamiento de las con-

diciones generales de gobernabilidad.

La visión europea de la cohesión social 

se distancia del concepto material de la des-

igualdad social latinoamericana para rela-

cionarse más cercanamente con el de sentido 

de pertenencia, la participación política, la 

integración social y el desarrollo como remo-

ción de las barreras que impiden la libertad 

en los términos de Amartya Sen (2000). Se 

trata, por decirlo de alguna manera, de una 

visión  multidimensional de la pobreza. El 

asunto de la convivencia dentro de la diversi-

dad étnica existente en los países que forman 

parte de la Unión Europea ampliada tiene, 

por supuesto, una mayor importancia que la 

que se le confiere en América Latina donde 

existen fuertes raíces que permiten hablar 

de una identidad latinoamericana. Tuvieron 

que suceder cientos de conflictos y no pocas 

guerras para llegar al concepto  de cohesión 

social asociado con los tres postulados capi-

tulares de la Revolución Francesa: la frater-

nidad, como sentido de pertenencia a una 

comunidad, la igualdad, como parte efectiva 

de la misma, y la equidad, que representa los 

vínculos sociales entre la ciudadanía. 

Desde el año 2000 todos los países euro-

peos están realizando Planes Nacionales de 

Lucha contra la Exclusión. En el año 1990 se 

creó el Observatorio de Políticas Nacionales 

Contra la Exclusión Social que se ocupa de 

hacerle el seguimiento a temas como el 

empleo, acceso a recursos, prevención de 

riesgos de exclusión, acciones para ayudar 

a los más vulnerables y movilización de los 

agentes relevantes.  Desde Lisboa, se incluyó 

el término de “cohesión social” en el léxico 

europeo  que, aparentemente, parecía más 

comprensivo que el de inclusión social. 

LA INCLUSIÓN COMO PARTE DE LA COHESIÓN SOCIAL

El término “exclusión”, contrapuesto al 

de inclusión, fue acuñado en Francia en el 

año de 1974 para referirse a los ciudadanos 

franceses no beneficiarios del sistema de 

seguridad social. La exclusión tenía que ver 

entonces con la incapacidad del individuo 

para participar en el funcionamiento básico, 

político y social de la sociedad en que vive. 

(Tsakloglor y Papadopulos, en BID, 2004). 

A través de la inclusión, según los expertos,  

6. Grebe, Horst. Discusión del documento sobre Cohesión Social en el V Encuentro del Grupo de Biarritz, 
Guatemala, 20 y 21 de julio de 2007.
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se garantizaba el acceso de sectores margi-

nados a procesos institucionales de atención 

social, se aseguraba el mejoramiento de sus 

ingresos y se avanzaba en un mejor reparto 

de los activos productivos. 

El paso del concepto de pobreza al de 

exclusión permite ver el problema de la 

marginalidad latinoamericana no sola-

mente en términos de existencia de nece-

sidades como de falta de oportunidades y 

capacidades para poder conseguirlas. La 

exclusión responde así a realidades diná-

micas donde las fuerzas que propenden por 

la concentración económica terminan por 

hacer más graves las condiciones mismas 

de la desigualdad; en la medida en que esta 

última está relacionada con los ingresos 

y el acceso a los activos productivos, las 

medidas para fortalecer la cohesión social 

a través de una mayor inclusión deben tener 

en cuenta el acceso de los excluidos a activos 

productivos hoy excesivamente concentra-

dos como la capacitación técnica, el micro-

crédito y la tierra. Sobre esta realidad diná-

mica de la exclusión también se ha dicho 

que la pobreza reproduce la exclusión en la 

medida en que bajos niveles de educación, 

propios de los pobres, conllevan menores 

posibilidades de empleos calificados. Por 

ello, no es coincidencial que los estudios 

existentes sobre la exclusión se han pre-

ocupado por abordarla relacionándola con 

las condiciones generales de marginalidad 

social y económica mientras que otros lo 

hacen a través de la identificación de aque-

llos sectores de la sociedad más afectados 

por ella. Al primer enfoque lo denomina-

remos “enfoque de exclusión social” y al 

segundo, “enfoque de discriminación”.

La exclusión social alude a las condi-

ciones generales de desigualdad de una 

sociedad que impiden el acceso de todos 

sus ciudadanos a los bienes y servicios que 

requieren para su supervivencia; como 

lo ha señalado reiteradamente el BID, las 

condiciones generales del ingreso son un 

obstáculo para que estos grupos accedan 

a los empleos, activos y oportunidades que 

requieren para superar la pobreza estruc-

tural o permanente que es en lo que con-

siste la transmisión intergeneracional de 

la desventaja(BID, 2004). En este sentido, 

el estado del cumplimiento de las metas 

del milenio como la posible creación de 

un Observatorio de Exclusión similar al 

creado en Europa hace varios años, ayu-

daría muchísimo en la tarea de tomarle de 

manera permanente el pulso al progreso 

de la inclusión como fuente de cohesión 

social.

La discriminación plantea una visión 

más selectiva del tema de la exclusión pues 

resulta, según el Tribunal Europeo de 

Justicia, cuando se aplican reglas diferen-

tes a situaciones comparables o las mismas 

reglas a situaciones diferentes (BID, 2004). 

La discriminación estigmatiza y divide la 

sociedad debilitando sus posibilidades de 

inclusión. Las políticas de Naciones Unidas 

han optado por un enfoque mixto entre 

exclusión y discriminación a través de la 

celebración de cumbres especializadas 

sobre grupos marginados como la de Beijing 

sobre la mujer (1995) y cumbres generales 

como la Cumbre Social del Milenio (1996). 

El Banco Interamericano trabaja el tema a 

partir de los sectores excluidos, más concre-

tamente, los afrodescendientes, los pueblos 

indígenas, los discapacitados y los enfermos 

de SIDA. 

Las mujeres estarían localizadas en una 

categoría especial como parte de “formas 
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complejas de discriminación”, por ejem-

plo mujeres negras desempleadas y, por 

supuesto, pobres. La incorporación masiva 

de las mujeres al mercado de trabajo, como 

consecuencia de su ingreso al sistema edu-

cativo, hace varias décadas, ha sido seña-

lada como uno de los fenómenos sociales 

más importantes en la región en la medida 

en que afectó estructuras económicas, 

sociales, culturales y familiares causan-

tes de fenómenos como el subempleo de 

las mujeres jóvenes. América Latina tiene 

mucho que aprender de los aciertos de las 

políticas afirmativas en pro de la mujer del 

Norte de Europa y de los errores de las polí-

ticas discriminantes de la Europa medite-

rránea donde aun existe una fuerte discri-

minación de género resultante de conoci-

das tradiciones machistas, autoritarias y 

conservadoras.  

Los países latinoamericanos han con-

sagrado en sus constituciones normas que 

garantizan la protección formal de distin-

tos grupos minoritarios y han  expedido 

leyes que consagran políticas de acción afir-

mativas como el establecimiento de cuotas 

para garantizar espacios a la participación 

de género. Sin embargo, este concepto de 

exclusión por discriminación no com-

prende otros grupos sociales, religiosos, 

sexuales, migrantes o étnicos  que esperan 

del Estado más acciones de protección que 

de apoyo.

Los migrantes lat inoamericanos 

podrían ser considerados, especialmente 

los que viven en Europa y Estados Unidos, 

como uno de los grupos que requieren 

mayor atención por la discriminación a la 

que se encuentran sometidos. La política 

migratoria de la Unión Europea actual es 

claramente discriminatoria contra los tra-

bajadores inmigrantes a los cuales, hasta la 

década de los ochenta, se les daba un trata-

miento de simple acogida. Los extranjeros  

representan hoy el 5.4% de la población 

europea (Real Instituto Elcano, 2006); 

la mitad de ellos llegan a  España, Italia y 

Portugal; de los veinticinco millones de 

latinoamericanos que emigran anualmente 

el 12% se dirige hacia Europa. El 4% de los 

latinoamericanos viven por fuera de sus 

países siendo los casos más notables  el de 

los salvadoreños (14.7%) y el de los mexi-

canos (9.4%) (Real Instituto Elcano, 2006). 

Los países con mayor número de inmigran-

tes a Europa eran para el año 2004 Ecuador 

con 390.000, Colombia con 244.000, 

Argentina con 109.000, Perú con 55.000 y 

República Dominicana con 44.000. (Ver 

mapa No. 1).

 La actual política migratoria europea no 

solo exime a la Unión Europea de proteger 

a los migrantes contra la discriminación, 

sino que sus mismas disposiciones suelen 

ser causa de su discriminación. (Melis en 

BID, 2004). Los migrantes son sometidos 

a formas de exclusión pasiva en las comu-

nidades donde llegan o de exclusión activa 

a través de leyes segregantes. En algunos 

países, como la Gran Bretaña, son tolera-

dos pero no aceptados. El racismo, la xeno-

fobia y la utilización política del fenómeno 

migratorio han acentuado las políticas dis-

criminantes contra los latinoamericanos en 

Europa. Castells distingue los modelos de 

“exclusión diferencial,” (Alemania) donde 

los trabajadores migrantes son considera-

dos como “invitados”, los modelos de asi-

milación (Francia), el Estado trabajando 

para incorporar a los individuos como 

iguales) y los modelos “pluralistas o mul-

ticulturales” (BID, 2004). 
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El tratamiento de los migrantes debe 

partir del hecho de que todos los miem-

bros de una sociedad deben pertenecer a 

su comunidad política; la exclusión de los 

migrantes de esta comunidad política, de 

la sociedad o de las dos desafía la aspiración 

europea de gobernar en democracia. Así 

como en el siglo XIX se diferenciaban las 

elecciones “administrativas” locales de las 

elecciones “políticas” nacionales, así tam-

bién deberían hoy diferenciarse las condi-

ciones de participación de los migrantes 

para reconocer la figura de la “doble nacio-

nalidad” que les permite adquirir una carta 

de ciudadanía extranjera sin renunciar a la 

de nacimiento. 

La promoción de la inclusión social en 

América Latina es la mejor manera de pre-

venir la exclusión de los migrantes latinoa-

mericanos en Europa o en cualquier parte 

del mundo mientras avanzan otras iniciati-

vas como la posibilidad de hacer convenios 

con los países de origen para administrar la 

inmigración, una política de asilo común 

y un Fondo Europeo para los Refugiados 

para financiar su recepción, integración y 

repatriación;  se abre camino de manera, 

definitiva, la noción de una ciudadanía 

transnacional donde todos podamos ser 

considerados “ciudadanos del mundo”.

Los afrodescendientes representan el 

30% de la población latinoamericana, 

aproximadamente ciento cincuenta millo-

nes de personas, la mitad de ellas en Brasil 

y se localizan en los estratos más bajos en 

la distribución de ingreso con el mayor 

número de necesidades básicas insatisfe-

chas. Provienen de los africanos esclaviza-

dos en América Latina, en algunos países el 

término se  confunde con el de población 

negra y en otros se les asocia directamente 

con el país de residencia, por ejemplo, 

los afroecuatorianos. (RANGEL,2006)7 

A pesar de que, lamentablemente, la 

Declaración del Milenio no se refiere pre-

cisamente a este grupo, los estudios han 

demostrado que su condición de raza en la 

mayoría de los países coincide con los sec-

tores de población más pobres y margina-

dos social y geográficamente.

Los indígenas: La población indígena en 

América Latina, según los últimos censos 

supera los 30 millones de personas. El peso 

de ella, eminentemente rural, es fundamen-

tal en algunos países como Bolivia (62.2%), 

Guatemala (41%), Perú (32%), Ecuador 

(6.8%) y México (6.4%) (ver mapa No. 2). 

Aunque casi todas las constituciones de la 

región reconocen el carácter multiétnico de 

sus sociedades y la mayoría de sus gobiernos 

han firmado la Convención 169 de la OIT, que 

defiende la diversidad de los pueblos indíge-

nas del mundo, los indígenas latinoamerica-

nos siguen formando parte de los núcleos de 

población más discriminados en la región, 

que mantienen herencias coloniales de exclu-

sión cuando la palabra “indio” se utilizaba 

como criterio discriminante frente a los con-

quistadores blancos. Los indígenas latinoa-

mericanos son “los excluidos de los exclui-

dos”; estudios recientes señalan, por ejemplo, 

que si dicha población  pudiera alcanzar la 

productividad promedio en cada uno de los 

países donde habitan, la economía de Bolivia 

crecería en un 36.7% y la de Guatemala en 

13.6%. (CEPAL, AECI, SEGIB, 2007); la tasa 

de pobreza de estos grupos aborígenes en 

algunos países, como Guatemala, es del 77% 

7.  RANGEL, Martha. Documento CEPAL, Pueblos indígenas y afrodescendientes de América Latina y el 
Caribe: información sociodemográfica para políticas y programas, mayo 2006. 
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frente al promedio nacional del 44% (CEPAL, 

AECI, SEGIB, 2007). La mortalidad de los 

niños indígenas latinoamericanos es superior 

en un 60% al del resto de infantes. 

Esta situación de desprotección secu-

lar talvez explica porque los indígenas que 

habitaban estas tierras se consideraban a sí 

mismos como “seres humanos” para dife-

renciarse de los “seres extraños” como se 

referían a quienes venían a colonizarlos; su 

mayor preocupación no era, ciertamente, 

“vivir mejor” sino “vivir bien.” La campe-

sinización de los indígenas, que confunde 

la protección de su identidad con la defensa 

de sus tierras, ha terminado por convertir 

la protección de estas comunidades nativas 

en un problema de reparto de parcelas y  

apoyos para trabajarlas. 

Los discapacitados constituyen otro 

importante sector discriminado. En Chile,  

representan el 4.3% de la población total y 

en Ecuador el 13.2%. (BID, 2004). Hasta el 

año de 1950 la discapacidad física, mental o 

sensorial fue considerada como “otredad” 

(Massiah en BID, 2004); en los años setenta 

se registró un avance notable cuando se le 

quitó a la discapacidad la condición peyo-

rativa de “deficiencia” que llevaba a concen-

trarlos como “minusválidos” en guetos como 

escuelas especiales, clínicas cerradas y centros 

de rehabilitación focalizados. A partir de 

entonces, los gobiernos, nacionales y locales, 

comenzaron a adecuar sus infraestructuras 

sociales tradicionales para garantizar su con-

vivencia con el resto de ciudadanos; nació el 

interés por adecuar las ciudades y los espacios 

políticos a las particulares circunstancias de 

incapacidad de estos ciudadanos.

 EL SENTIDO DE PERTENENCIA COMO FUENTE DE COHESIÓN SOCIAL

La cohesión social también tiene que 

ver con la identidad y la libertad enten-

dida como la capacidad de una persona 

para adelantar acciones respecto a asun-

tos que tiene razones para valorar. (Sen, 

2000); libertad y necesidad gobiernan el 

funcionamiento de instrumentos previs-

tos para satisfacer necesidades como el 

Estado, el mercado, el sistema jurídico y 

de formulación de políticas sociales ins-

piradas en valores y derechos humanos. 

Esta búsqueda de la satisfacción de la nece-

sidad a través de la libertad  excluye, por 

supuesto, la apelación emocional a moti-

vaciones irracionales como el populismo o 

el fundamentalismo religioso (Sen, 2000). 

Para la sabiduría Maya la cohesión social 

es base de la armonía y esta de la identi-

dad y la sustentabilidad,8  lo cual explica 

porqué el diálogo intercultural es el mejor 

instrumento para abordar el viejo dilema 

igualdad social y diversidad cultural.9 

El conjunto de relaciones sociales cercanas 

como las que nacen de la familia, el vecindario, 

las asociaciones de padres o los vecindarios, 

sumadas a las que llevan a compartir sentimien-

tos de grupo por razones de etnia, raza o religión 

y las que identifican los individuos dentro de 

una misma clase, conforman el “capital social” 

de una sociedad. Este capital puede ser positivo, 

si añade valor al conjunto social, aumentando 

por ejemplo, la solidaridad o negativo si conlleva  

situaciones de ruptura como las que resultan de 

los nexos, contactos y redes entre organizacio-

nes criminales. Como patrimonio simbólico de 

la sociedad en términos de manejo de normas, 

redes y lazos sociales de confianza que permiten 

8. COLOM, Álvaro, Candidato a la Presidencia de Guatemala. Discusión del documento en el evento men-
cionado antes.

9.  GREBE, Horst, Ex Ministro de Economía de Bolivia. Discusión del documento sobre Cohesión Social en 
el V Encuentro del Grupo de Biarritz, Guatemala, 20 y 21 de julio de 2007.
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reforzar la acción colectiva10 (Ibáñez, 2002), el 

capital social, así entendido, se convierte así en la 

más tangible expresión de la cohesión social.

Un reciente Informe sobre el Desarrollo 

Humano en América Latina se concentró, 

específicamente, en este tema de la identidad 

como fuente de cohesión social.11 (PNUD, 

2006); el estudio encontró una fuerte carga 

de pesimismo en los jóvenes latinoamerica-

nos que sienten que sus condiciones de vida 

son peores que las de sus padres, así sean, 

como en efecto lo son, mejores en la reali-

dad. Los entrevistados reforzaron la vieja 

idea, prevaleciente en la región, de concebir 

la identidad como “la negación del otro”: la 

gente, en América Latina, se identifica dife-

renciándose de los demás. Dicho patrón de 

identificación negativa produce fragmenta-

ción social y exclusión; con razón se ha dicho, 

al hablar del identidad cultural latinoame-

ricana, que su principal problema no es el 

individualismo, sino la cultura individua-

lista que la caracteriza12 (Ibáñez, 2002). Es 

preciso, entonces, construir nuevos patrones 

de identidad positiva para afianzar un nuevo 

sentido regional de la cohesión social; no es 

una tarea fácil en la medida en que hemos 

trabajado tanto en establecer nuestras dife-

rencias que ya no sabemos ni qué nos une13, 

y que hemos venido liquidando la autoes-

tima hasta caer en una especie de síndrome 

del menosprecio.14

El “ser latinoamericano“, sin embargo, 

existe: está allí presente, en todo lo que senti-

mos, pensamos, soñamos, vivimos. América 

Latina, a pesar de haber sido conquistada 

antes que descubierta, esclavizada antes que 

reconocida y reglamentada antes que com-

prendida15 (Massur, citado por Houllebecq, 

2000), puede considerarse como una fragua 

étnica donde se han mezclado y confundido 

distintas manifestaciones étnicas y culturales 

sin producir los conflictos y las guerras que 

han sido de común ocurrencia en la convul-

sionada historia de Europa. El mestizaje, la 

capacidad de mezclarnos sin enfrentarnos, 

ha sido, quizás, el rasgo más sobresaliente de 

la cultura latinoamericana; la tendencia hacia 

el multiculturalismo que expresa esta forma 

de convivencia tiene que ver con esa capa-

cidad de concatenar distintas expresiones 

culturales, especialmente étnicas, a través de 

hibridaciones sucesivas que van produciendo 

síntesis afortunadas de nuevas identidades16 

(García Canclini, 2006). En esa fragua étnica 

se “”funden” las diferencias raciales como 

sucedió entre indios y colonizadores, criollos 

y afroamericanos y entre  los propios euro-

peos colonizadores provenientes de distintas 

etnias, regiones y países.17 (Piñón, 2006 ). 

10. IBAñEZ, Ana María, LINDERT, Kathy y WOOLCOCK, Michael. “Social Capital in Guatemala: A Mixed 
Methods Análisis,” A background paper for the Guatemala Poverty Assessment (GUAPA), junio 26 de 2002.

11. PNUD. “Informe sobre Desarrollo Humano 2006: Más allá de la escasez: poder, pobreza y crisis mundial 
del agua,” Nueva Cork, 2006. 

12.  IBAñEZ, Ana María, LINDERT, Kathy, WOOLCOCK, Michael. Op. Cit.
13.  MESA, Carlos, Ex Presidente de Bolivia. Discusión del documento en el evento mencionado antes.
14. ARAYA, Rolando. Discusión del documento en el evento mencionado antes.
15. HOULLEBECQ, Michel (2000), El Mundo como Supermercado, Barcelona: Editorial Anagrama, Colección 

Argumentos.
16. GARCÍA CANCLINI, Néstor. Departamento de Antropología, Universidad Autónoma Metropolitana. 

Presentación realizada en el marco del Seminario Preparatorio sobre Industrias Culturales, auspiciado por 
la Organización de Estados Iberoamericanos. México D.F., Marzo 4, 2006.

17. PIñÓN, Francisco. “Los Intelectuales, Raíces y Valores Frente al Debate de la Identidad,” documento de 
debate preparado para el 7º Foro de Biarritz por la Organización de Estados Iberoamericanos, octubre 
2006.
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 La identidad latinoamericana, empero, 

se encuentra hoy amenazada por un pro-

ceso desordenado de informatización que 

consigue que vaya mas rápido  la “integra-

ción simbólica” a través de los medios de 

comunicación que la “integración mate-

rial,” a través de la inclusión social, creando 

esa sensación de “estar siempre atrás” que 

crea insatisfacción y expectativas frustra-

das especialmente en los sectores jóvenes.18 

(Hopenhayn, 2003). Está establecido, por 

ejemplo, que los niveles de comunicación a 

través de Internet que hoy sostienen distin-

tas etnias indígenas desde México hasta la 

Patagonia contrasta con su exclusión de las 

sociedades donde cada una de estas comu-

nidades habita. 

¿QUÉ SE PUEDE HACER HACIA ADELANTE?

Sin pretender caer en la utopía de una 

“identidad única” que contradice la multi-

culturalidad propia de la región, sí es posi-

ble encontrar raíces muy fuertes sobre las 

cuales se puede edificar hacia el futuro un 

sentido más sólido de pertenencia latinoa-

mericana. El español, convertido hoy en una 

de las tres lenguas más habladas del mundo 

al comenzar el siglo XXI, es uno de estos 

comunes denominadores de nacionalidad. 

Como articulador de la identidad hispánica 

de los cuarenta millones de hispánicos resi-

dentes en los Estados Unidos, el idioma de 

Cervantes está librando una batalla épica, 

como las del Cid Campeador, contra  quie-

nes, a través de la campaña “English Only”, 

se oponen al fenómeno, imparable, del bilin-

güismo como patrón de la nueva bicultura-

lidad norteamericana. Los hispánicos no 

están solos, la lengua castellana es de lejos 

la más utilizada y la preferida por un millón 

de norteamericanos que la están estudiando. 

Y aunque existen signos preocupantes sobre 

su futuro por las campañas en su contra y el 

abandono de su uso por parte de la segunda 

y tercera generación de los propios hispáni-

cos nacidos en los Estados Unidos, el auge 

de publicaciones, canciones y películas en 

español, su difusión a través de una cadena 

de más de 500 emisoras de radio y la impor-

tancia, como calificación laboral, que está 

adquiriendo el bilingüismo inglés- español, 

permiten hacer un balance favorable sobre 

su futuro en el país de Lincoln (Corporación 

Escenarios, 2006).

La comunidad católica latinoamericana 

es la más numerosa del planeta y una de 

las más importantes, como lo prueban los 

aportes del episcopado latinoamericano a la 

doctrina social de la Iglesia a través de deba-

tes históricos como el de la Teología de la 

Liberación en los años 60 o contra el modelo 

neoliberal en los 90 . El derecho a la iden-

tidad, a “ser diferentes”, como parte de una 

nueva cultura de los derechos humanos que 

se ha entronizado en la región, presupone 

la capacidad de cada individuo para elegir 

las doctrinas religiosas en las cuales cree, 

teniendo siempre presente que dicha perte-

nencia se construye con más equidad y una 

mayor aceptación de la diversidad19 (Sen, 

2000). El aparecimiento de sectas protestan-

tes en la región ha desafiado la presencia tra-

dicional de la Iglesia Católica, pero también 

ha reabierto debates y cuestionamientos a 

sus posiciones doctrinarias que podrían 

plantear el resurgimiento de un sentimiento 

18. Hopenhayn, Martín. “Educación, comunicación y cultura en la sociedad de la información, una perspec-
tiva latinoamericana,” CEPAL, Santiago de Chile, 2003. 

19. SEN, Amartya. Desarrollo y Libertad. Barcelona: Editorial Planeta, mayo 2000. Pág 272.
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católico que sigue formando parte estructu-

ral de la identidad latinoamericana.

Como quedó establecido en el Encuentro 

de Biarritz del año 2006 en Sao Paulo, el 

movimientismo social forma parte de 

esa búsqueda incesante del ser latino-

americano, de esa “latinoamericanidad” 

entendida, no como una simple sumatoria 

mecánica de los nacionalismos de países 

sino como la expresión de una auténtica 

nacionalidad regional a partir de la cual 

se podría pensar en un nuevo proyecto de 

región basado en la cohesión social. Los 

movimientos sociales en América Latina, 

como expresión de una nueva dinámica 

política como los movimientos agrarios y  

los más recientes de lucha por el agua, han 

nacido como proyectos de lucha y han ter-

minado convertidos en proyectos de identi-

dad y en algunos casos, como en Bolivia, en 

autenticas propuestas partidistas. La pro-

testa social y los movimientos que la encar-

nan no son nuevos en la región. A lo largo 

de su historia, los movimientos  han jugado 

un papel fundamental en la determinación 

de la dinámica política latinoamericana; a 

través de esa especie de dialéctica del disen-

tir de la que habla Giovanni Sartori (2001),  

han terminado por convertirse en agluti-

nantes de identidad y fuente de organiza-

ción política que actúan como grupos en sí 

que pretenden convertirse en grupos para 

sí (Poulantzas, 1970). 

Desde el grito de independencia de 

Tupac Amaru que podría considerarse su 

antecedente más significativo, estos movi-

mientos latinoamericanos han desarro-

llado esos “vínculos que se sienten” como 

una forma legítima de construir sociedad 

y acumular identidad. Por esta razón no es 

de extrañar que el “movimientismo” siga 

ocupando hoy un lugar privilegiado en el 

escenario político latinoamericano donde 

la gobernabilidad ha quedado supeditada 

a la posibilidad de que el mensaje de resis-

tencia que estos movimientos expresan 

se convierta en un proyecto constructivo 

de identidad y acción política (Cardoso, 

2006); como manifestaciones sociales estos 

colectivos pueden llegar a convertirse en 

un factor de gobernabilidad en la forma y 

medida en que sus propuestas, planteadas 

desde la base, puedan ser asimiladas direc-

tamente por los partidos o a través de alian-

zas de cooptación a través de nuevos frentes 

políticos sintonizados con la realidad que 

de alguna manera les dio origen. 

La búsqueda de una nueva identidad que 

fue tema fundamental del Foro de Biarritz 

2006, debe trascender el ámbito estricta-

mente nacional y llegar, como lo propuso el 

Foro de Biarritz 2005, hasta los espacios loca-

les donde se están creando las nuevas expre-

siones culturales del futuro; este examen 

debe incluir todos los actores, públicos y 

privados, creadores de globalidad, como la 

sociedad civil y los agentes económicos. La 

responsabilidad social de estos últimos, en 

relación con el tema de la identidad y otras 

materias de la nueva agenda global, como 

la cohesión social, serán exploradas, preci-

samente, en el Foro de Biarritz 2007 que se 

celebra en la ciudad de Santiago de Chile en 

octubre de este año. 

Los gobiernos locales tienen posibilida-

des limitadas, pero efectivas para fortalecer 

los tejidos territoriales de cohesión social a 

través de acciones concretas relacionadas 

con la inclusión social y la cultura. El enfo-

que de territorio permite respuestas más 

eficaces que las nacionales a las múltiples 

desventajas que enfrentan los más pobres 
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en áreas como la infraestructura básica, 

el acceso a servicios de educación y salud, 

nuevas oportunidades de generación de 

empleos e ingresos y participación social. 

En zonas especialmente apartadas esta 

condición puede ser particularmente útil 

para “focalizar” la atención del Estado.20 

La sostenibilidad de estos programas loca-

les de inclusión debe tener en consideración 

aspectos financieros, externos, técnicos, 

sociales y ambientales.21 

GOBERNABILIDAD Y COHESIÓN SOCIAL

El término “gobernabilidad” fue utili-

zado por primera vez en 1975 en el informe 

de la Comisión Trilateral conformada por 

Michael Crozier, Samuel Huntington y Joji 

Wakanuti quienes entonces la definieron 

como “la capacidad de respuesta de las ins-

tituciones gubernamentales a las demandas 

y aspiraciones que surgen de la sociedad 

civil.” Los expertos mencionaron enton-

ces los peligros del “exceso de democracia” 

y destacaron, como elementos relevantes 

para su análisis, la erosión de la autori-

dad por la incapacidad estatal para aten-

der todas las demandas sociales por parte 

del Estado- bienestar y la sobrecarga del 

gobierno como consecuencia de la intensi-

ficación de la competencia política. 

En América Latina, la teoría de la goberna-

bilidad nació como una teoría de la ingober-

nabilidad y fue utilizada, inicialmente, para 

referirse a los procesos de transición demo-

crática que estaban teniendo lugar en el área y 

las circunstancias que harían posible la tran-

sición de los regímenes autoritarios militares 

a las nuevas democracias.  Posteriormente 

se utilizó de una manera más instrumental 

para calificar los procesos y normas que per-

mitirían el funcionamiento de las adminis-

traciones públicas y después, durante los años 

90, para referirse a “la capacidad que tienen 

los gobiernos elegidos democráticamente 

para dar órdenes que responden a demandas 

sociales y la aceptación de estas últimas por 

parte de los gobernados.”

Cuando  aludimos a esta capacidad para 

“dar órdenes” que nace, formalmente, del 

sistema de representación política  popu-

lar, nos estamos refiriendo a la “goberna-

bilidad democrática”; en los regímenes 

autoritarios también existe “gobernabili-

dad”, se gobierna, sí, pero el origen de ésta 

autoridad y su ejercicio no son legítimos. 

Dicha legitimidad, que va de la mano con 

la gobernabilidad, resulta del origen de los 

poderes, de la aplicación de los mismos y 

de la aceptación por los ciudadanos de las 

reglas de juego establecidas; puede ser ins-

titucional o social y es funcional a la forma 

de delegación de poderes como lo plantea-

ron en su momento Rousseau en un plano 

teórico y Simón Bolívar en otro eminente-

mente práctico.

La legitimidad formal tiene que ver con 

el sistema político y la forma de elección y 

actuación de los partidos políticos, con la 

independencia del poder electoral y con las 

instituciones que conforman la división de 

poderes en un juego de pesos y contrape-

sos de poder en los términos descritos por 

Montesquieu cuando habla de la necesidad, 

en cualquier sistema representativo, de que 

“el poder frene el poder”. Este último se 

legitima  a través de su ejercicio de manera 

transparente y justa, que es en lo que consiste 

el llamado “buen gobierno” que involucra, 

20. VI Foro de Biarritz, Bogotá, Colombia, 2005.
21. GARZÓN, Luís Eduardo. VI Foro de Biarritz, Bogotá, Colombia, 2005.
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según el Fondo Monetario Internacional 

y el Banco Mundial, aspectos como la ges-

tión del sector público, rendición de cuen-

tas, información, transparencia y un marco 

legal confiable orientado a buenos fines y con 

posibilidades de permanente refrendación a 

través de figuras como iniciativas ciudada-

nas y acciones populares que convierten la 

democracia, en los términos de Renan, en un 

plebiscito diario.

La legitimidad social resulta así de 

la forma como el gobierno atiende las 

demandas sociales de los ciudadanos y de 

la propia percepción que ellos tienen sobre 

su voluntad y capacidad para hacerlo. Los 

déficit democráticos generalmente van 

acompañados de déficit sociales. Está 

demostrado que la democracia sustentada 

en la pobreza y la desigualdad no garan-

tiza la construcción de ciudadanía, requi-

sito básico de la gobernabilidad; dicho de 

otra forma: tenemos ciudadanos políticos, 

pero no tenemos ciudadanos sociales.22 

No es la privación material, sino la falta de 

cohesión social la que determina las dife-

rencias sociales.23

La crisis reciente de gobernabilidad 

en América Latina se asocia a la crisis de 

un  modelo injusto de desarrollo que no 

aumentó el crecimiento ni mejoró las con-

diciones de equidad, a  la  incapacidad de los 

sistemas políticos de la región para respon-

der a exigencias sociales que tuvieron que 

ser canalizadas de manera contestataria en 

lo que se ha conocido como la democracia 

callejera y a la propagación, en la región, de 

nuevas patologías globales como el narco-

tráfico, la corrupción, el armamentismo y 

el terrorismo.  

El objetivo de la nueva red de goberna-

bilidad latinoamericana debe ser el fortale-

cimiento de la legitimidad formal a través 

de una redefinición de roles de actores 

tradicionales como el Estado, la sociedad 

civil, los agentes económicos, los partidos 

políticos, las instituciones públicas, los 

movimientos sociales y las regiones, y el 

establecimiento de nuevas formas de rela-

ción entre ellos, a través de procesos como 

la concertación, la descentralización, la 

integración y la participación. La meta 

principal es, sin embargo, la búsqueda de 

una mayor legitimidad social por medio de 

políticas que fortalezcan la cohesión social 

mediante la inclusión y el fortalecimiento 

del sentido de pertenencia. La creación de 

una nueva institucionalidad social parece 

vital en el camino de restablecer la gober-

nabilidad social en la región a partir del 

reconocimiento  de que la pobreza tiende 

a enfrentar al ciudadano con el Estado y 

de que este no es débil solamente por su 

tamaño, sino porque no está bien relacio-

nado con la ciudadanía.24

POLÍTICAS DE INCLUSIÓN Y MEDIDAS INCLUSIVAS PARA LA COHESIÓN 

SOCIAL  

Las políticas inclusivas apuntan a redu-

cir la discriminación en términos genéri-

cos a través del desarrollo de capacidades, el 

mejoramiento de las condiciones generales 

del ingreso, la constitución de fondos de 

cohesión como los europeos que reducen 

las disparidades sociales y geográficas y la 

22. RAMÍREZ OCAMPO, Augusto, Ex Canciller de la República de Colombia. Discusión del documento en 
el evento mencionado antes.

23. CEREZO B., Marco Vinicio, Director General Fundación para el Ecodesarrollo y la Conservación – 
FUNDAECO. Discusión del documento en el evento mencionado antes.

24. MESA, Carlos, Ex Presidente de Bolivia. Discusión del documento en el evento mencionado antes.
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actualización de políticas tradicionales en 

materia de empleo, educación e integración 

de los sectores informales; también operan 

de manera selectiva integrando a la socie-

dad sectores marginados como las mujeres, 

los afrodescendientes, los indígenas, los 

enfermos de sida, los discapacitados y los 

núcleos de pobres demostrados. La inclu-

sión debe contribuir a fortalecer el con-

cepto de solidaridad como forma de inte-

gración positiva mediante el desarrollo de 

formas asociativas a través de las cuales se 

pueda expresar la sociedad civil. La respon-

sabilidad social empresarial está incluida 

en este catálogo de políticas solidarias para 

la cohesión social. Las políticas relaciona-

das con el sentido de pertenencia, como 

parte de una estrategia amplia de cohesión 

social, apuntan al fortalecimiento del capi-

tal social a través de campañas educativas, 

programas de gestión cultural basados en 

la transmisión de valores, ampliación de 

espacios participativos y programas que 

fortalecen la legitimidad institucional.  

Entre la legitimidad social que se con-

sigue con las estrategias de inclusión y  se 

fortalece con del desarrollo del sentido de 

pertenencia aparece un tercer tipo de estra-

tegias, las participativas que incluyen la 

modernización de los partidos políticos, el 

desarrollo de espacios institucionales para 

la participación ciudadana y la cooptación 

institucional de los movimientos contesta-

tarios. Para los efectos del Foro de Biarritz 

2007, nuestras propuestas se circunscribi-

rán a las políticas y medidas relacionadas 

con la inclusión social, el sentido de perte-

nencia y la responsabilidad social empresa-

rial como parte de una gran propuesta de 

cohesión social.

POLÍTICAS MACROECONÓMICAS PARA LA COHESIÓN SOCIAL

Las políticas macroeconómicas pueden 

generar exclusión o inclusión social según 

produzcan mayores o menores condiciones 

de equidad y contribuyan, en las épocas de 

crisis, a reducir de manera contra cíclica 

los costos sociales de decisiones econó-

micas regresivas. Aunque la opinión lati-

noamericana ya aceptó que no es posible 

hacer desarrollo a costa de la estabilidad 

macroeconómica, todavía queda un largo 

trecho por andar en el camino de asegu-

rar que las políticas económicas no vayan 

en contravía del desarrollo social y asegu-

rar así que la equidad quede en el centro 

de la agenda regional para el desarrollo. 

Distintos analistas coinciden, por ejemplo, 

en la necesidad de llevar adelante una pro-

funda reforma fiscal, a partir de un nuevo 

pacto fiscal, para aumentar la participación 

pública, redistribuir las cargas territoriales 

y mejorar las condiciones de progresividad 

de la estructura tributaria considerada 

hoy como una de las más regresivas en el 

mundo. El papel que, dentro de este con-

texto se asigne al mercado, al Estado y a 

los agentes económicos, afectará positiva o 

negativamente las posibilidades de avanzar 

en materia de cohesión social.25 

Durante muchos años los análisis sobre 

la pobreza en América Latina se concen-

traban en el examen de las diferencias en 

materia de rentas entre distintos secto-

res de la población. Hoy sabemos que no 

necesariamente dos familias que tengan la 

25. QUENAN, Carlos, Instituto de Altos Estudios de América Latina en París- IHEAL; MALAMUD, Carlos, 
Investigador Principal Real Instituto Elcano; GREBE, Horst, Ex Ministro de Desarrollo de Bolivia. 
Discusión del documento sobre Cohesión Social en el V Encuentro del Grupo de Biarritz, Guatemala, 20 y 
21 de julio de 2007.
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misma renta tienen las mismas condiciones 

de bienestar porque la diversidad humana 

hace que dos personas con rentas iguales 

puedan tener distinta capacidad u oportu-

nidad de disfrutarlas (Sen, 2000). También 

quedó demostrado que los mecanismos de 

mercado no son los más adecuados para 

el propósito de reducir las desigualdades 

sociales y que deben ser complementados 

con la creación de oportunidades sociales 

básicas para conseguir la equidad y la jus-

ticia social y la creación de una nueva ins-

titucionalidad social que ayude a repartir  

el crecimiento entre los distintos sectores 

sociales (Sen, 2000). Así como se tiene que 

derrotar la creencia subyacente de que el 

desarrollo es una especie de lujo que solo 

pueden permitirse los países desarrollados, 

también deben sacarse lecciones de la expe-

riencia de los países del este asiático que 

comenzaron su proceso de crecimiento a 

partir de fuertes inversiones en educación y  

asistencia sanitaria que mejoraron las capa-

cidades de los habitantes.

Las metas macroeconómicas tradicio-

nales como las del crecimiento económico 

estable, reducción de los costos sociales de 

la inestabilidad económica de corto plazo, 

mayor destinación de mayores recursos 

del PIB para inversión social, supresión 

del dualismo interno que divide la econo-

mía entre sectores formales e informales 

y la definición de las bases de una nueva 

institucionalidad social, requieren de un 

pacto social entre los distintos agentes que 

podría comenzar con un diálogo social 

como el que se plantea para el desarrollo 

de este Foro de Biarritz en Santiago de 

Chile (2007).

POLÍTICAS DE EMPLEO PARA LA COHESIÓN SOCIAL

La experiencia europea señala cómo 

la expansión del mercado de trabajo y la 

inclusión en el mismo, de sectores secular-

mente excluidos como las mujeres y los dis-

capacitados, puede ser una estrategia muy 

eficaz contra la exclusión. El desempleo, 

como exclusión, se manifiesta en América 

Latina a través de empleos de baja calidad 

y escasa remuneración. Se destaca, como 

característica latinoamericana, la “paupe-

rización salarial” como el mayor enemigo 

de la cohesión social; el eje de articulación 

social no puede ser la mano de obra barata 

como sucede hoy en la China: allí está el 

problema “real” de la cohesión social.26 El 

empleo puede ser un mecanismo de inclu-

sión e integración cuando crea nuevos fren-

tes productivos de ocupación o de exclusión 

o fragmentación cuando lo hace a través del 

subempleo o el empleo informal. De hecho, 

el desempleo lleva a otras formas de exclu-

sión como la falta de salud, la mortalidad y 

la pérdida de autoestima como sentido de 

pertenencia.

La circunstancia de que el 80% de los 

latinoamericanos tengan el trabajo como 

su principal fuente de ingreso, señala la 

importancia de las políticas para la amplia-

ción y el mejoramiento de los mercados 

de trabajo. Con un 56% de los empleos 

generados en el sector informal, el más 

importante desafío que tienen las políti-

cas de empleo frente a la cohesión social es 

el de proteger este sector y buscar formas 

alternativas para su modernización. Las 

más recientes políticas de “flexibilización 

laboral”, aunque han permitido en algu-

nos sectores avanzar hacia nuevas formas 

26. PAREDES, Beatriz, Presidenta PRI de México. Discusión del documento en el evento mencionado antes.
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de producción intensiva en mano de obra 

frente al excesivo proteccionismo legal 

de antes, también han añadido una gran 

incertidumbre al inestable grupo de los 

trabajadores informales. 

Distintos organismos en la región reco-

miendan medidas para reducir dicha incer-

tidumbre como subsidios al desempleo, 

formas de compensación de pérdidas de 

ingresos laborales, mayores esfuerzos en el 

campo de la capacitación técnica y medidas 

contra cíclicas para protección de empleos 

en épocas de crisis. Mientras exista esta alta 

dependencia de los ingresos laborales, las 

posibilidades de afianzar la cohesión social 

serán limitadas. Una política vigorosa de 

estímulo social a la adquisición de activos 

productivos resulta clave en el camino de 

reducir la desigualdad social y simultánea-

mente, fortalecer la inclusión y la cohesión 

social.

POLÍTICAS DE PROVISIÓN SOCIAL DE ACTIVOS PRODUCTIVOS

La desigualdad social está estrechamente 

relacionada con la falta de activos produc-

tivos en cabeza de las familias marginadas. 

La falta de capital, tecnología, capacitación 

y tierras impide a los ciudadanos de bajos 

niveles de ingreso superar en el corto plazo 

sus niveles de pobreza, forzándolos de 

paso a recurrir a formas de aseguramiento 

informal de sus riesgos mucho más costo-

sas que las institucionales. Distintas expe-

riencias prueban que los programas de 

otorgamiento de títulos de propiedad, con 

inversiones adicionales para adecuarlas, 

puede beneficiar mujeres, indígenas y afro-

descendientes, como sucedió en Colombia 

cuando se asignaron a los afrodescendien-

tes 4.6 millones de hectáreas de tierras. Algo 

similar sucede con el microfinanciamiento 

y el acceso de las mujeres al crédito, como 

se comprueba en los éxitos obtenidos por el 

Banco de Mujeres. 

Planes relacionados con la provisión de 

microcréditos, fondos de garantías para 

acceder a la liquidez bancaria, programas 

de banca y de titulación de tierras agrarias y 

urbanas, proyectos de capacitación masiva 

y de apoyo a las microempresas, entre otras 

iniciativas, podrían fortalecer esta inapla-

zable cruzada por mejorar la participación 

estructural de los estratos bajos en la distri-

bución final del ingreso productivo. Dichas 

políticas deben incluir la protección de los 

riesgos cuyo aseguramiento desborda la 

capacidad de los bajos niveles de ingreso. Se 

trata de crear mecanismos informales para 

compartir riesgos basados en el intercam-

bio27 (Holzmann, 2003) y complementarlos 

con políticas institucionales de prevención, 

atención y atenuación de riesgos a través de 

mecanismos  como pensiones, subsidios al 

desempleo, redes sociales y planes de foca-

lización que atiendan señales de mercado.

POLÍTICAS DE EDUCACIÓN PARA LA COHESIÓN SOCIAL

La educación y la informatización, conju-

gadas, contribuyen a una mayor adquisición 

de “activos simbólicos” propios de la nueva 

era global. La educación mejora la equidad, 

contribuye a la competitividad y es fuente de 

identidad en la medida en que los educandos 

interiorizan la valoración positiva de la igual-

dad de derechos y el respeto a las diferencias de 

género, etnia, raza, cultura propias del multi-

culturalismo (CEPAL, AECI, SEGIB, 2007). 

La educación es, además, parte medular de 

27. HOLZMANN, Robert, JORGENSEN, Oteen. “Manejo social del riesgo: un nuevo marco conceptual para 
la protección social y más allá”, publicado en la Revista de la Facultad Nacional de Salud Pública, 2003.
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un modelo de cohesión social en la medida 

en que contribuye a reducir la pobreza, pre-

para a las personas para el ejercicio ciuda-

dano, protege a los grupos más vulnerables  

y fomenta una mayor equidad en el acceso a 

oportunidades de bienestar (CEPAL, AECI, 

SEGIB, 2007). Con razón se ha dicho que 

identidad, multiculturalidad y equidad en las 

condiciones de aprendizaje son los ejes de una 

escuela para los nuevos tiempos (Touraine en 

CEPAL, AECI, SEGIB, 2007).

La situación educativa de la región que 

mejoró sensiblemente en las últimas décadas 

en materia de cobertura, muestra deficien-

cias preocupantes en términos de calidad;  la 

ampliación de la educación no se ha tradu-

cido en un mejoramiento de las condiciones 

salariales: los jóvenes latinoamericanos están 

hoy mejor preparados que sus padres, pero 

reciben en los mismos cargos remuneracio-

nes más bajas. Los retos educativos del futuro 

se deben centrar en saldar aquellas cuentas 

pendientes del pasado como es el caso de la 

alfabetización y la educación básica de jóve-

nes y adultos, la educación inicial, la educa-

ción especial, la educación media, la gestión 

educativa, la formación docente, el mejora-

miento de la gestión educativa y la descen-

tralización del sistema a través de una mayor 

transferencia de recursos técnicos y financie-

ros. Asimismo, debe explorar la relación entre 

nuevas tecnologías de la comunicación y la 

educación y rescatar el concepto de la impor-

tancia de la educación pública para acometer 

el formidable desafío de ofrecer preparación 

técnica a cien millones de jóvenes latinoame-

ricanos para producir un salto cualitativo en 

materia de competitividad similar al que, en 

su momento, dieron las economías asiáti-

cas. Esta tarea demanda su articulación con 

el desarrollo de capacidades de innovación 

científicas y tecnológicas.28 

POLÍTICAS DE INFORMATIZACIÓN PARA LA COHESIÓN SOCIAL

El proceso de informatización no con-

siste, simplemente, en entregar computa-

dores sin redes eléctricas para iniciarlos, 

virtuales para   conectarlos y maestros pre-

parados para alfabetizar electrónicamente a 

los nuevos educandos. El PNUD, siguiendo 

a Castells, ha definido la informatización 

como la transformación histórica, multidi-

mensional definida por la transformación 

de los sistemas productivo, organizativo, 

cultural e institucional a partir de una revo-

lución tecnológica que no es la causa pero sí 

su soporte indispensable” (PNUD, 2005).

Entre las acciones puntuales que podrían 

conformar la nueva agenda biregional entre 

América Latina y Europa en este campo  

estarían las siguientes: acordar políticas 

culturales para la promoción de contenidos 

conjuntos; crear redes de museos, biblio-

tecas y archivos; acuerdos de conservación 

del patrimonio histórico; elaboración de 

archivos digitales para proteger la memoria 

compartida; currículum de rescate de las 

lenguas indígenas; programas de redes de 

banda ancha y desarrollo de infraestructura 

de las TIC; avanzar en la construcción de 

multiplataformas mediáticas e interconectar 

los centros de investigación universitaria. Es 

preciso no perder de vista que los procesos 

de informatización no consisten solamente 

en el avance de los computadores o aun de la 

tecnología informática; se requiere vincular 

el tema al desarrollo del conocimiento y la 

sociedad basada en el conocimiento.29 

28. PIñÓN, Francisco, Ex Secretario General de la OEI. Discusión del documento en el evento mencionado antes.
29. CARAZO, Rodrigo, Ex Presidente de Costa Rica. Discusión del documento en el evento mencionado antes.
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POLÍTICAS DE PARTICIPACIÓN PARA LA COHESIÓN SOCIAL

La percepción de los latinoamericanos 

sobre la democracia no es optimista. De 

hecho, la preferencia por ésta, como sistema 

político, ha venido cayendo en las encuestas 

donde uno de cada tres ciudadanos opina 

que la democracia debería funcionar, pero 

sin parlamento ni partidos. El porcentaje 

de los satisfechos en América Latina con la 

democracia disminuyó en diez puntos por-

centuales entre 1996 - 1997 y 2004 - 2005 

(de 62% a 52% ) mientras que en la Unión 

Europea (15 países) aumentó en 8 puntos 

porcentuales de 48% a 56% (CEPAL, AECI, 

SEGIB, 2007). 

La participación es la mejor estrategia 

para contrarrestar este preocupante des-

ánimo democrático que se vive en la región 

y que puede darse a través de los mecanis-

mos institucionales previstos en los orde-

namientos legales para el ejercicio de los 

derechos ciudadanos, de manera espontá-

nea frente a situaciones dramáticas como 

las calamidades naturales o como parte de 

procesos de organización social. Las políti-

cas participativas deben, en consecuencia, 

abrir caminos formales para la expresión 

de la comunidad a través de convocato-

rias como referéndum, consultas e inicia-

tivas ciudadanas que convalidan la propia 

democracia; canalizar el apoyo colectivo en 

momentos de desastres naturales a través de 

oficinas especializadas en su atención opor-

tuna y especializada y promover la organi-

zación ciudadana para generar y validar, 

en términos de libertad y necesidad, pro-

cesos sociales inclusivos. De lo que se trata 

finalmente es de romper ese círculo vicioso 

según el cual los más excluidos socialmente 

son los más débiles en términos políticos 

(CEPAL, AECI, SEGIB, 2007). 

La Convención Europea de Participación 

Política podría ser un excelente referente en 

esta tarea en la medida en que parte de la 

idea europea de que el problema no es la 

supresión del conflicto, sino el desarrollo 

de procesos sociales de consenso que solo 

son posibles a partir de una nueva concien-

cia social de lo individual.30 Estos procesos 

participativos, como serían los relaciona-

dos, por ejemplo, con la protección del con-

sumidor, fortalecerían la institucionalidad 

social y la gobernabilidad.31

    Una sociedad deseable no es una 

sociedad sin conflictos sino una sociedad 

con conflictos apropiadamente resueltos 

(Díaz, 2007). Para proporcionar marcos 

adecuados de desarrollo a las personas, la 

sociedad debe permitirles participar en las 

decisiones sobre cómo orientar sus princi-

pales actividades y en la discusión sobre las 

reglas de juego que deben regir la comuni-

dad (SEN en Díaz, 2007)  La participación 

colectiva en la fijación de las metas sociales 

y la ejecución de las políticas con la parti-

cipación de sus beneficiarios legitima las 

normas que se expiden para hacerlas efec-

tivas. El papel que cumplen en esta tarea 

actores claves como las autoridades locales 

es definitivo. Con razón se ha dicho que la 

falta de participación política empobrece la 

vida humana (Harrison, 2006).

LA SOLIDARIDAD COMO FUENTE DE COHESIÓN SOCIAL 

La globalización se ha convertido en 

un juego de perdedores y ganadores donde 

30. VEUNAC, Michel, Teniente Alcalde de Biarritz. Discusión del documento en el evento mencionado 
antes.

31. JACIR DE LOVO, Evelyn, Delegada Presidencial para la Defensoría del Consumidor. Discusión del docu-
mento en el evento mencionado antes.
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preparados 
para la 
competencia, 
ganan lo que 
otros pierden
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unos países, preparados para la compe-

tencia, ganan lo que otros pierden. Se 

requieren políticas complementarias para 

evitar que esto suceda y grandes dosis de 

solidaridad entre países y en las regiones 

para que el objetivo de la equidad social 

vaya de la mano con el  mejoramiento de 

las condiciones generales de productividad 

y competencia. En este panorama, es fun-

damental el papel que juegan las empresas 

asumiendo su responsabilidad social para 

apoyar las acciones afirmativas del Estado 

en contra de la desigualdad y de la discri-

minación como obstáculos que impiden la 

deseable meta de la cohesión social. 

La solidaridad, en su acepción más 

sencilla, expresa la adhesión circunstan-

cial a una causa o a la empresa de otros. 

Durkheim la abordó como un hecho moral 

y distinguió entre la solidaridad mecánica 

de las sociedades primitivas y la orgánica 

que nace en las sociedades modernas como 

consecuencia de la división social del tra-

bajo. Para Parsons, la solidaridad  mecá-

nica se centra en la legitimación de las ins-

tituciones económicas y la orgánica en la de 

las instituciones políticas. De ésta última 

depende la gobernabilidad. Para los cris-

tianos, en una visión algo paternalista, la 

solidaridad se deriva de la justicia “cuando 

uno de ellos toma por propias las cargas del 

otro y se responsabiliza junto con este de 

dichas cargas”. La solidaridad se concreta 

también a través de acciones colectivas 

adelantadas por el Estado como las redes 

de solidaridad en Colombia, el Plan de 

Lucha contra el Hambre de Lula en Brasil 

o las Misiones sociales en Venezuela o por 

el sector privado a través de una extensa  

gama de actividades relacionadas con el 

medio ambiente, la defensa de los derechos 

humanos, el mejoramiento de la calidad de 

vida, la protección de minorías como los 

discapacitados o de núcleos sociales sensi-

bles como los niños o los ancianos. 

Estos casos exitosos de RSE en América 

Latina como los contextos dentro de los 

cuales se inscriben, serán examinados 

a profundidad en el Foro de Biarritz de 

Santiago (2007). Para los efectos de su 

relación con el tema de la gobernabilidad 

podemos decir que está demostrado que 

en aquellos países donde hay una mayor 

conciencia de esta solidaridad proactiva es 

precisamente donde está más fortalecida la 

institucionalidad política.
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